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	Recurso de Revisión N°:
	02685/INFOEM/IP/RR/2026 

	Sujeto Obligado:
	Ayuntamiento de Villa Victoria

	Comisionado Ponente:
	José Martínez Vilchis 



Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a trece de mayo de dos mil veintiséis.              
[bookmark: _GoBack]VISTO el expediente electrónico formado con motivo del recurso de revisión número 02685/INFOEM/IP/RR/2026, interpuesto por el C. xxxxxxxxxxxxxxxxxxxxxx, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de C Villa Victoria, en lo subsecuente El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución. 

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha dos de febrero de dos mil veintiséis, El Recurrente, presentó a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX) ante El Sujeto Obligado, solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00001/VIVICTOR/IP/2026, no obstante, se tiene por presentada el tres de febrero de la misma anualidad por corresponder al día hábil siguiente, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente:
“1. Anexar el Programa de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia vigente 2. Copia del oficio mediante el cual se remitió el programa al Instituto de Prevención del Estado de México 3. Copia del Oficio de validación emitido por dicha instancia estatal 4. Documento donde se identifique: - Unidad administrativa responsable - Nombre y cargo del servidor público responsable de la ejecución - Currículo vitae versión pública de los servidores públicos responsables de la ejecución del programa - Acto administrativo de designación (oficio, nombramiento o acuerdo) 5. Relación de acciones ejecutadas en el último ejercicio fiscal 6. Documentos de las acciones realizadas en el último ejercicio fiscal 7. Informes trimestrales o anuales de seguimiento al programa 8. De ser ejecutadas acciones en espacios escolares, anexar datos precisos de población atendida, tema desarrolla, oficio de gestión, responsable de la actividad, datos de la institución educativa. 9. Copia legible y visible del programa presupuestario del PBRM donde se integran las acciones de prevención 10. Monto presupuestado y ejercido 11. Indicadores del desempeño asociados” (Sic)
Modalidad de entrega: A través del SAIMEX. 

SEGUNDO. De la respuesta a la solicitud de información 
En el expediente electrónico SAIMEX, se aprecia que el veintitrés de febrero de dos mil veintiséis, El Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información 00001/VIVICTOR/IP/2026, resultando de nuestro interés lo siguiente:
	“Se da respuesta correspondiente al folio de solicitud de información número 00001/VIVICTOR/IP/2026, con fecha de recepción 03-feb-26, en la que solicita información respecto a: 1. Anexar el Programa de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia vigente 2. Copia del oficio mediante el cual se remitió el programa al Instituto de Prevención del Estado de México 3. Copia del Oficio de validación emitido por dicha instancia estatal 4. Documento donde se identifique: - Unidad administrativa responsable - Nombre y cargo del servidor público responsable de la ejecución - Currículo vitae versión pública de los servidores públicos responsables de la ejecución del programa - Acto administrativo de designación (oficio, nombramiento o acuerdo) 5. Relación de acciones ejecutadas en el último ejercicio fiscal 6. Documentos de las acciones realizadas en el último ejercicio fiscal 7. Informes trimestrales o anuales de seguimiento al programa 8. De ser ejecutadas acciones en espacios escolares, anexar datos precisos de población atendida, tema desarrolla, oficio de gestión, responsable de la actividad, datos de la institución educativa. 9. Copia legible y visible del programa presupuestario del PBRM donde se integran las acciones de prevención 10. Monto presupuestado y ejercido 11. Indicadores del desempeño asociados, tomando en consideración las respuestas de: la Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, Unidad de Información,Planeación, Programación y Evaluación y Administración por ser las áreas encargadas de conservar dicha información, asi mismo se adjunta dicha documentación.

	

	ATENTAMENTE

	LIC. ARACELI GÓMEZ VILLAFAÑA” (Sic)



De forma complementaria, El Sujeto Obligado adjuntó el documento electrónico “RESPUESTA DE LA SRÍA TÉCNICA.pdf”, cuyo contenido se tiene por reproducido como si a la letra se insertase en virtud de que será materia de análisis en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Inconforme con la respuesta notificada por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso el recurso de revisión, en fecha veintiséis de febrero de dos mil veintiséis, el cual fue registrado en el sistema electrónico con el expediente 02685/INFOEM/IP/RR/2026, en el cual arguye las siguientes manifestaciones: 
Acto Impugnado:
“Se impugna la respuesta emitida por el sujeto obligado mediante la cual, por una parte, se entregan documentos relacionados con el Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, incluyendo matrices presupuestarias y de seguimiento; y por otra, se clasifica como información reservada y confidencial diversa documentación vinculada al programa, argumentando riesgo a la seguridad pública. Asimismo, se impugna la entrega de documentación presupuestal cuya calidad de reproducción impide su correcta lectura, afectando el acceso efectivo a la información solicitada.” (Sic)
Razones o Motivos de Inconformidad: 
“PRIMERO. Clasificación indebida y desproporcionada de información pública. El sujeto obligado clasifica como reservada información relativa al Programa Municipal de Prevención Social, oficio de validación estatal, informes de seguimiento, documentación de acciones ejecutadas y datos vinculados a instituciones educativas. La afectación alegada no se encuentra debidamente acreditada. La denominada prueba de daño contenida en la resolución es de carácter argumentativo y general, sustentada en apreciaciones hipotéticas sobre posibles riesgos a la seguridad pública, sin incorporar elementos objetivos, datos verificables, estudios técnicos, referencias metodológicas o evidencia empírica que demuestren una relación directa, real y demostrable entre la publicidad del programa y un riesgo concreto. SEGUNDO. Insuficiencia técnica en la prueba de daño. La reserva de información exige demostrar que la afectación es real, específica, identificable y superior al interés público de conocer la información. La argumentación expuesta se limita a supuestos generales sobre posibles riesgos derivados de la difusión de información en materia de seguridad, sin establecer de manera clara el nexo causal entre el contenido concreto del programa y una amenaza efectiva. No se aportan elementos técnicos, diagnósticos especializados ni análisis comparativos que acrediten que la publicidad de un instrumento de planeación preventiva, aprobado en Cabildo y validado por autoridad estatal, genere un riesgo real a la seguridad pública. TERCERO. Naturaleza pública del Programa de Prevención. El Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia constituye un instrumento de planeación pública con participación ciudadana, aprobado por el órgano colegiado municipal y validado por instancia estatal competente. Por su naturaleza, forma parte del sistema de planeación y evaluación pública, por lo que su publicidad constituye regla general y no excepción. CUARTO. Entrega de documentación ilegible. Parte de la información presupuestal remitida presenta deficiencias de impresión que impiden su lectura clara e íntegra, lo que imposibilita verificar montos, partidas presupuestales y datos financieros. La entrega de documentos en condiciones que no permiten su adecuada lectura no satisface el derecho de acceso efectivo a la información pública.” (Sic)

CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado al Comisionado José Martínez Vilchis, por medio del sistema electrónico en términos del arábigo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha tres de marzo de los corrientes,  determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado.

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, una vez transcurrido el término legal referido, se advierte que El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha doce de marzo, mismo que fue puesto a la vista el siete de abril, ambos de dos mil veintiséis. Por medio de los documentos “Pbrm-01a.pdf”, “PbrM-08c.pdf”, “Pbrm-01e.pdf”, “PbrM-02a.pdf”, “INFORME JUSTIFICADO REC REV 2685.pdf” y “RESPUESTA SRIA TÉCNICA.pdf”.
En Tanto que la parte recurrente presentó alegatos a través del archivo denominado “ALEGATOS VILLA VICTORIA .pdf”

SEXTO. De la ampliación del término para resolver.
En fecha catorce de abril de dos mil veintiséis, se amplió el término para resolver el recurso de revisión en términos del artículo 181 párrafo tercero de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios por un plazo de quince días hábiles.

SÉPTIMO.  Del cierre de instrucción.	
Así, una vez transcurrido el término legal, permitió decretarse el cierre de instrucción en fecha veintitrés de abril de dos mil veintiséis, en términos del artículo 185, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para dictar resolución definitiva del asunto.

C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios es competente para conocer y resolver el presente Recurso de Revisión, conforme a lo dispuesto en el artículo 5o párrafos trigésimo tercero, trigésimo noveno, cuadragésimo y cuadragésimo primero, fracción VIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; ordinal 2, fracción II, 13, 29, 36, fracciones I y II, 176, 178, 179, 181 párrafo tercero y 185 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; y 9, fracciones I y XXIII y 11 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios. 

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

[bookmark: _Hlk213694182]TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
Siendo facultad de este Órgano entrar al estudio de las causas de improcedencia que hagan valer las partes o que se adviertan de oficio por este Resolutor y por ende objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, en los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso, generando eficacia jurídica en las resoluciones, máxime que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia, la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión, sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. Así las cosas, del análisis de los expedientes electrónicos no se advierte ninguna causa de improcedencia que se actualice ni mucho menos alguna hecha valer por alguna de las partes, procediendo al estudio del fondo del asunto, en los siguientes términos. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 


CUARTO. Estudio y resolución del asunto 	
El análisis del  presente recurso, se basará en el contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y respetando en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el párrafo tercero del artículo 1 de la Constitución Federal y el diverso 8 de la Ley de Transparencia local. 
En este tenor, es necesario subrayar que el derecho de acceso a la información pública implica que cualquier persona conozca la información contenida en los documentos que se encuentren en los archivos de los sujetos obligados, conforme a los artículos 4, 12, 24 último párrafo y 160 de la Ley local en la materia, que a la letra citan:
“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información pública es la prerrogativa de las personas para buscar, difundir, investigar, recabar, recibir y solicitar información pública, sin necesidad de acreditar personalidad ni interés jurídico.
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada, administrada o en posesión de los sujetos obligados es pública y accesible de manera permanente a cualquier persona, en los términos y condiciones que se establezcan en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, en la Ley General, la presente Ley y demás disposiciones de la materia, privilegiando el principio de máxima publicidad de la información. Solo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada temporalmente por razones de interés público, en los términos de las causas legítimas y estrictamente necesarias previstas por esta Ley.
Los sujetos obligados deben poner en práctica, políticas y programas de acceso a la información que se apeguen a criterios de publicidad, veracidad, oportunidad, precisión y suficiencia en beneficio de los solicitantes.
Artículo 12. Quienes generen, recopilen, administren, manejen, procesen, archiven o conserven información pública serán responsables de la misma en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.
Los sujetos obligados sólo proporcionarán la información pública que se les requiera y que obre en sus archivos y en el estado en que ésta se encuentre. La obligación de proporcionar información no comprende el procesamiento de la misma, ni el presentarla conforme al interés del solicitante; no estarán obligados a generarla, resumirla, efectuar cálculos o practicar investigaciones. 
(…)
Artículo 24. 
(…)
Los sujetos obligados solo proporcionarán la información pública que generen, administren o posean en el ejercicio de sus atribuciones.”
(…)
Artículo 160. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se  encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.
En caso que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en formatos abiertos.”[Sic]

Así que la obligación de los Sujetos Obligados de dar acceso a la información pública que generen, administren o posean, se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar que ésta se localice, de acuerdo a lo señalado por el artículo 166 de la Ley local en la materia, que se reproduce de la siguiente forma:
“Artículo 166. La obligación de acceso a la información pública se tendrá por cumplida cuando el solicitante tenga a su disposición la información requerida, o cuando realice la consulta de la misma en el lugar en el que ésta se localice.” [Sic]
Bajo estas líneas argumentativas, al retomar y delimitar los requerimientos formulados por el ahora Recurrente, de manera objetiva se precisa que versa en conocer la siguiente información:
1. Anexar el Programa de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia vigente 
2. Copia del oficio mediante el cual se remitió el programa al Instituto de Prevención del Estado de México 
3. Copia del Oficio de validación emitido por dicha instancia estatal 
4. Documento donde se identifique: - Unidad administrativa responsable - Nombre y cargo del servidor público responsable de la ejecución - Currículo vitae versión pública de los servidores públicos responsables de la ejecución del programa - Acto administrativo de designación (oficio, nombramiento o acuerdo) 
5. Relación de acciones ejecutadas en el último ejercicio fiscal 
6. Documentos de las acciones realizadas en el último ejercicio fiscal 
7. Informes trimestrales o anuales de seguimiento al programa 
8. De ser ejecutadas acciones en espacios escolares, anexar datos precisos de población atendida, tema desarrolla, oficio de gestión, responsable de la actividad, datos de la institución educativa. 
9. Copia legible y visible del programa presupuestario del PBRM donde se integran las acciones de prevención 
10. Monto presupuestado y ejercido 
11. Indicadores del desempeño asociados

En consecución a lo anterior, el Sujeto Obligado presenta su respuesta por medio del archivo electrónico “RESPUESTA DE LA SRÍA TÉCNICA” que a su vez esta compuesto por diversos oficios:
1. Oficio número STCMSPVV/034/2026, Emitido por la Secretaria Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública y dirigido a la Titular de la Unidad de Transparencia, Por medio del cual en los referente a los puntos 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 8 manifiesta que la Secretaria Técnica determinó que esa información solicitada se encuentra en las causales de clasificación de la información.
Asimismo que se presenta la propuesta de clasificación de toda la información vinculada al Programa de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia como reservada.
En lo concerniente a los puntos 9, 10 y 11 informa que corresponden a otra área administrativa por lo que y de su canalización correspondiente.
2. Oficio número UIPPE/021/202, emitido por el Titular de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación, en el que manifiesta adjuntar en formato PDF los formatos que dan cumplimiento a los puntos solicitados 9, 10 y 11. Correspondiendo los siguientes documentos: PBRM-02a Calendarización de metas de actividad por proyecto, PBRM-01a Dimensión Administrativa y 8c Avance trimestral de actividades por proyecto y PBRM-01e Matriz de indicadores por programa presupuestario y dependencia general.
3. PBRM-02a Calendarización de metas de actividad por proyecto, del Sujeto Obligado, del 01 de enero al 31 de diciembre de 2025. Con información concerniente acciones en seguridad pública.
4. PBRM-01a Dimensión Administrativa del Gasto. Del ejercicio fiscal 2025, que contienen los presupuestos autorizados para Seguridad Pública y Secretaria Técnica de Seguridad Pública.
5. [bookmark: _Hlk227765750]PBRM-01e Matriz de indicadores por programa presupuestario y dependencia general, del 01 de enero al 31 de diciembre de 2025. Documento que resulta de poca visibilidad.
6. PBRM-08c Avance trimestral de metas de actividad por proyecto, del Sujeto Obligado, del trimestre octubre diciembre, del programa presupuestario Seguridad Pública. Documento que resulta de poca visibilidad.
7. Oficio DHA/027/2026, Emitido por el Director de Administración, en el cual manifiesta hacer llegar la ficha curricular de la servidora pública con cargo de Secretaria Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, con datos personales por el cual solicita la clasificación y aprobación por el Comité de Transparencia.
8. Ficha curricular la Secretaría técnica el Consejo Municipal de Seguridad Pública con datos personales de testados como correo electrónico y número telefónico, no obstante, el testado no resulta definitivo por lo que se dejan visibles estos dos datos personales.
9. Acto de la tercera sesión ordinaria del ayuntamiento con número CT/AVV/ACTA/ORDINARIA/03/2026, siendo nuestro interés el punto cuatro del orden del día relativo a clasificación de la información como reservada.

Inconforme con la respuesta rendida por El Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso recurso de revisión en fecha once de febrero, admitiéndose el trece de febrero de dos mil veintiséis. Señalando como acto impugnado que “Se impugna la respuesta emitida por el sujeto obligado mediante la cual, por una parte, se entregan documentos relacionados con el Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, incluyendo matrices presupuestarias y de seguimiento; y por otra, se clasifica como información reservada y confidencial diversa documentación vinculada al programa, argumentando riesgo a la seguridad pública. Asimismo, se impugna la entrega de documentación presupuestal cuya calidad de reproducción impide su correcta lectura, afectando el acceso efectivo a la información solicitada”, y como razones o motivos de inconformidad:
“El PRIMERO. Clasificación indebida y desproporcionada de información pública. El sujeto obligado clasifica como reservada información relativa al Programa Municipal de Prevención Social, oficio de validación estatal, informes de seguimiento, documentación de acciones ejecutadas y datos vinculados a instituciones educativas. La afectación alegada no se encuentra debidamente acreditada. La denominada prueba de daño contenida en la resolución es de carácter argumentativo y general, sustentada en apreciaciones hipotéticas sobre posibles riesgos a la seguridad pública, sin incorporar elementos objetivos, datos verificables, estudios técnicos, referencias metodológicas o evidencia empírica que demuestren una relación directa, real y demostrable entre la publicidad del programa y un riesgo concreto. SEGUNDO. Insuficiencia técnica en la prueba de daño. La reserva de información exige demostrar que la afectación es real, específica, identificable y superior al interés público de conocer la información. La argumentación expuesta se limita a supuestos generales sobre posibles riesgos derivados de la difusión de información en materia de seguridad, sin establecer de manera clara el nexo causal entre el contenido concreto del programa y una amenaza efectiva. No se aportan elementos técnicos, diagnósticos especializados ni análisis comparativos que acrediten que la publicidad de un instrumento de planeación preventiva, aprobado en Cabildo y validado por autoridad estatal, genere un riesgo real a la seguridad pública. TERCERO. Naturaleza pública del Programa de Prevención. El Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia constituye un instrumento de planeación pública con participación ciudadana, aprobado por el órgano colegiado municipal y validado por instancia estatal competente. Por su naturaleza, forma parte del sistema de planeación y evaluación pública, por lo que su publicidad constituye regla general y no excepción. CUARTO. Entrega de documentación ilegible. Parte de la información presupuestal remitida presenta deficiencias de impresión que impiden su lectura clara e íntegra, lo que imposibilita verificar montos, partidas presupuestales y datos financieros. La entrega de documentos en condiciones que no permiten su adecuada lectura no satisface el derecho de acceso efectivo a la información pública.” (énfasis añadido)

En virtud de lo anterior, a toda luz se desprende la actualización de la causal de procedencia prevista en el artículo 179 fracciones II, IX y XIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, normatividad que dispone a la literalidad lo siguiente:
“Artículo 179. El recurso de revisión es un medio de protección que la Ley otorga a los particulares, para hacer valer su derecho de acceso a la información pública, y procederá en contra de las siguientes causas:
II. La clasificación de la información; 
IX. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;
XIII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta; y
(…)” (Sic) 
En ese sentido se aprecia que no manifiesta inconformidad con el punto 4, que corresponde al nombre cargo y currículum vitae del responsable de la ejecución del programa.
Así, la parte de la solicitud sobre la que no se expresó inconformidad, debe declararse consentida por el hoy Recurrente, ya que no pueden producirse efectos jurídicos tendentes a revocar, confirmar o modificar la parte de la respuesta con relación a la parte de la solicitud que no fue motivo de disenso ya que se infiere un consentimiento del Recurrente ante la falta de impugnación eficaz. Sirve de sustento a lo anterior, por analogía, la tesis jurisprudencial número VI.3o.C. J/60, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta bajo el número de registro 176,608 que a la letra dice:
ACTOS CONSENTIDOS. SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.
Por lo que es materia de análisis los documentos listados en los puntos restantes.

Por otra parte, como fue referido en el antecedente quinto, El Sujeto Obligado rindió su informe justificado, cuyo contenido se describe integralmente a continuación:

1. INFORME JUSTIFICADO REC REV 2685 Oficio MVV/UTAIP/015/2026, emitido por el Titular de la Unidad de Transparencia, en el que manifiesta una narrativa de antecedentes, en el que reitera el carácter de reservada de la información contenida en los puntos 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 8 y refuerza los motivos por los cuales debe ser considerada así.
2. Pbrm-01ª Programa anual dimensión administrativa del gasto. Completamente legible.
3. Pbrm-01e Matriz de indicadores para resultados 2025, por programa presupuestario y dependencia general. Completamente legible.
4. PbrM-02a Calendarización de metas de actividad por proyecto, del primero de enero el 31 de diciembre de 2025. Completamente legible.
5. PbrM-08c Avance trimestral de metas de actividad por proyecto. Completamente legible.
6. RESPUESTA SRIA TÉCNICA Oficio número STCMSPVV/055/2026, emitido por la Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, en el que manifiesta a la Titular de la Unidad de Transparencia que se remite a la siguiente documentación: copia del oficio de validación que cumple satisfactoriamente la última versión de “Propuesta de Contenido para Elaboraciones Programas Municipales de Producción Social de la Violencia y Delincuencia con Participación Ciudadana en Estado de México” la cual fue remitida al centro de prevención del delito, relación de acciones ejecutadas en el ejercicio fiscal 2025 y copia simple de los acuses de recibir los oficios los cuales fueron remitidos informes de actividades trimestrales del segundo, tercero y cuarto trimestre del ejercicio fiscal 2025.
· Oficio no. 206B01120000L/CDP/080-9/2025, Emitido por la Directora General del Centro de Prevención del Delito, en la que manifiesta que la ultima versión de la propuesta del Programa cumple satisfactoriamente.
· Listado de títulos relación de acciones ejecutadas en ejercicio fiscal de 2025 relativas a la prevención social de la violencia y delincuencia.
· Oficio STCMSPVV/175/2025, de la Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, en el que hace del conocimiento al encargado del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública, que ha sido enviado de manera digital al Enlace Regional del Centro de Prevención del Delito, el informe de actividades del segundo trimestre del Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia.
· Copia del correo electrónico contiene el informe de actividades antes referido.
· Oficio STCMSPVV/246/2025, de la Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, en el que hace del conocimiento al encargado del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública, que ha sido enviado de manera digital al Enlace Regional del Centro de Prevención del Delito, el informe de actividades del tercer trimestre del Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia.
· Copia del correo electrónico contiene el informe de actividades antes referido.
· Oficio STCMSPVV/279/2025, de la Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, en el que hace del conocimiento al encargado del Secretariado Ejecutivo del Sistema Estatal de Seguridad Pública, que ha sido enviado de manera digital al Enlace Regional del Centro de Prevención del Delito, el informe de actividades del cuarto trimestre del Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia.
· Copia del correo electrónico contiene el informe de actividades antes referido.
Lo anterior, nos permite obviar el estudio del marco normativo que rige el actual del Sujeto Obligado, ello atendiendo que, el estudio de la fuente obligacional se realiza con la finalidad de determinar si éste se encuentra obligado a generarla, poseerla o administrarla en ejercicio de sus atribuciones, pero en los casos en que, de la respuesta acepta o bien otorga indicios de que cuenta con ella, seria ocioso delimitar las norma jurídica que determine si cuenta con ella o no.

Finalmente, por parte del Recurrente presenta un escrito denominado “ALEGATOS VILLA VICTORIA” constante de 2 hojas útiles por una sola de sus caras, en el que reitera la clasificación indebida de la información la insuficiencia la prueba de daño la naturaleza pública del programa la entrega de información ilegible, y finalmente solicita la entrega de la información.
Ahora viene en relación a la Litis fijada que corresponde al Programa de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia, así como documentos generados en torno aquel, es necesario analizar la competencia de las Unidades Administrativas y Personas respondientes para ello traemos a consideración el Bando Municipal del Sujeto Obligado 2025.
Artículo 29.- Para el desarrollo de los asuntos de la administración pública, la persona encargada de la Presidencia Municipal se auxiliará de la Secretaría del Ayuntamiento y de las dependencias, organismos públicos y entidades que considere necesarias, estructuradas en administración centralizada, desconcentrada y descentralizada, las cuales se integran de la siguiente manera:
l. ADMINISTRACIÓN CENTRALIZADA 
Dependencias Generales: 
a) Unidad de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
b) Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación; 
c) Unidad de Comunicación Social e Imagen Institucional; 
d) Coordinación Municipal de Protección Civil; 
e) Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública;
f) Contraloría Interna Municipal 
(…)
Artículo 198.- En el municipio se instalará el Consejo Municipal de Seguridad Pública, bajo las siguientes bases: 
En los términos que señala la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, la Ley General que establece las bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Ley de Seguridad Pública Preventiva del Estado de México y la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, para el eficaz cumplimiento de las funciones en materia de seguridad, que encabezará la persona responsable de la Presidencia Municipal y en los casos de ausencia lo suplirá la persona Vicepresidente, que será la persona titular de la Secretaría del Ayuntamiento, con funciones para combatir las causas que generan la comisión de delitos y conductas antisociales, desarrollando políticas, programas y acciones para que la sociedad participe en la planeación y supervisión de la seguridad pública municipal. 
Para alcanzar los fines previstos en este bando y demás disposiciones legales en la materia, el cuerpo preventivo de seguridad pública municipal pondrá en operación una patrulla rosa para la atención de emergencias de violencia intrafamiliar, así como una célula de búsqueda para personas desaparecidas, quienes realizarán actividades operativas concurrentes con las instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno, coordinándose entre sí para cumplir los objetivos de la seguridad pública y justicia cívica, estableciendo la unificación de criterio y la unidad en los mandos para tal fin.

Artículo 199.- El Consejo Municipal de Seguridad Pública, es de carácter Consultivo, incorpora la participación y representación ciudadana y tendrá las siguientes atribuciones: 
I. Salvaguardar la vida, las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como contribuir ala generación y preservación del orden público y la paz social en el territorio del municipio; 
lI. Asumir la coordinación, planeación y supervisión del Sistema Nacional de Seguridad Pública en el territorio municipal; 
lll. Derivado de la coordinación con instancias federales y estatales proponer a éstas, acuerdos, programas y convenios en materia de seguridad pública; 
IV. Expedir su Reglamento Interno; 
V. Será la instancia encargada de la planeación y supervisión de la Seguridad Pública; 
VI. Dar seguimiento a los acuerdos, lineamientos y políticas tomados por el Consejo Nacional de Seguridad Pública; 
VII. Sesionar cada dos meses y en forma extraordinaria, las veces que sean necesarias; 
VIIl. Integrar las comisiones necesarias para su operación, bajo un esquema de corresponsabilidad entre gobierno y sociedad; y 
IX. Las demás que le reserven las leyes, convenios, acuerdos y resoluciones que se tomen con otras instancias de coordinación y las que señale su propio Reglamento.

CAPÍTULO IV
DE LA PLANEACIÓN MUNICIPAL
Artículo 41.- El Ayuntamiento se apoyará de todas las áreas y direcciones administrativas y en especial de la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación (UIPPE), para la óptima formulación, ejecución y evaluación de los planes, programas y proyectos emanados del Plan de Desarrollo Municipal; así como para la generación y actualización de reglamentos, documentos de desarrollo institucional, manuales y demás disposiciones administrativas, necesarias para el correcto desempeño de la administración pública.

Luego entonces las respuestas al ser proporcionadas por la Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Publica y por la Unidad de Información, Planeación, Programación y Evaluación (UIPPE), motivos por los cuales se coligue que la Unidad de Transparencia, agotó el procedimiento de búsqueda de la información, establecida en el artículo 162 de la Ley de Transparencia Estatal.

Artículo 162. Las unidades de transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada.
En lo concerniente a los puntos 9, 10 y 11, que son materia de análisis por la manifestación de información ilegible, al momento de verter sus agravios.
Ahora bien, conforme a la naturaleza de la información solicitada, se trae a estudio el Manual para la Planeación, Programación y Presupuesto de Egresos Municipal para el Ejercicio Fiscal 2025, emitido por la Secretaría de Finanzas, el cual nos establece que tiene por objeto identificar las cantidades de metas programadas anuales por proyecto.
[image: ]Al contar con un presupuesto definido se deben corroborar las metas de actividad a realizar e identificar los tiempos de su ejecución, por lo que para este fin se requisita el formato PbRM-02a Calendarización de metas de actividad, el cual tiene por objeto identificar trimestralmente las cantidades de las metas programadas anuales por proyecto, mismas que fueron planteadas en el formato PbRM-01c. 

Por lo que se considera un documento válido para atender la cuestión planteada en el punto 09 de la solicitud.
Por otra parte el  formato denominado “Dimensión administrativa del gasto” (PbRM-01a), el cual permite identificar la asignación de recursos por Programa presupuestario, Proyecto y Dependencia que realiza las acciones que permiten dar cumplimiento a objetivos definidos.
Una tarea importante de la Tesorería y la UIPPE, consiste en definir conjuntamente a cada una de las Dependencias Generales y Auxiliares las responsabilidades en cuanto a la ejecución de Programas presupuestarios y proyectos por dependencia municipal; para apoyar este proceso, en este manual se encuentra el formato denominado “Dimensión administrativa del gasto” (PbRM-01a), el cual permite identificar la asignación de recursos por Programa presupuestario, Proyecto y Dependencia que realiza las acciones que permiten dar cumplimiento a objetivos definidos, asimismo asumir el compromiso y responsabilidad de cada unidad administrativa municipal en la entrega de resultados que beneficien a la población o área de enfoque que atienden.
(…)
Para iniciar con el llenado de los formatos que integran el Programa Anual y el Anteproyecto de Presupuesto de Egresos se deberá llenar el formato PbRM-01a “Dimensión Administrativa del Gasto”, el cual tiene como propósito identificar a nivel de estructura administrativa los programas y proyectos de los cuales se responsabiliza cada una de las Dependencias y Organismos municipales.
Por otra parte, en lo que respecta al INSTRUCTIVO MÓDULO 2, de la Información Presupuestaria que se entrega al Órgano Superior de Fiscalización del Estado de México, se encuentra el formato 9. Avance Trimestral de Metas de Actividad por Proyecto, que tiene por finalidad facilitar el seguimiento y evaluación de las metas de actividad dimensionando el cumplimiento según la programación comprometida. En relación al formato antes descrito.
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Ahora, en lo que corresponde al Matriz de indicadores por programa presupuestario y dependencia general, es el documento que permite comprender y definir de manera clara un indicador y su porcentaje alcanzado.
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Ahora bien, para mejor análisis se inserta un cuadro que contenga la información solicitada son respuesta en informe justificado en la determinación de la ponencia resolutora.
	Información solicitada
	Documento entregado en respuesta
	Documento entregado en informe justificado
	Observaciones/ determinación.

	9. Programa presupuestario del PBRM donde se integran las acciones de prevención
	PBRM-02a Calendarización de metas de actividad por proyecto
	PbrM-02a Calendarización de metas de actividad por proyecto, del primero de enero el 31 de diciembre de 2025. Completamente legible.
	Desde la respuesta se aprecia legible.

	10. Monto presupuestado y ejercido
	PBRM-01a Dimensión Administrativa del Gasto.
PBRM-08c Avance trimestral de actividades por proyecto.
Documento con poca legibilidad.
	Pbrm-01ª.Programa anual dimensión administrativa del gasto. Completamente legible.
PbrM-08c Avance trimestral de metas de actividad por proyecto. Completamente legible.
	Desde la respuesta se aprecia legible.


En la respuesta, debido a la calidad de escaneo se ve pixelado. No obstante, con el informe justificado, lo adjunta de nueva cuenta con mejor calidad.

	11. Indicadores del desempeño asociados
	PBRM-01e Matriz de indicadores por programa presupuestario y dependencia general. Documento con poca legibilidad.
	Pbrm-01e Matriz de indicadores para resultados 2025, por programa presupuestario y dependencia general. Completamente legible.
	En la respuesta, debido a la calidad de escaneo se ve pixelado. No obstante, con el informe justificado, lo adjunta de nueva cuenta con mejor calidad.




Luego entonces, aquello puntos se tienen por colmados.
Ahora vienen los restantes puntos 1, 2, 3, 5, 6, 7 y 8 el Sujeto Obligado en un primer momento clasifica la información como reservada y únicamente hace entrega del Acuerdo al Comité de Transparencia que avala tal situación, No obstante, con la presentación del informe justificado respecto de algunos puntos se cambia de actuar y proporcionar información motivos por los cuales se inserta la siguiente tabla.
	Información solicitada
	Documento entregado en respuesta
	Documento entregado en informe justificado
	Observaciones/ determinación.

	1. Programa de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia vigente
	Acta de la tercera sesión ordinaria del ayuntamiento con número CT/AVV/ACTA/
ORDINARIA/03/2026
	Refuerza los argumentos de la prueba de daño.
	La prueba de daño se analizará en líneas posteriores.

	2. Oficio mediante el cual se remitió el programa al Instituto de Prevención del Estado de México
	----------------------------
	Acuses y oficios de entrega del  Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia.
	COLMA

	3. Oficio de validación emitido por dicha instancia estatal
	---------------------------
	Oficio emitido por la por la Directora General del Centro de Prevención del Delito, en la que manifiesta que la última versión de la propuesta del Programa cumple satisfactoriamente
	COLMA

	5. Relación de acciones ejecutadas en el último ejercicio fiscal
	---------------------------
	Proporciona listado con más de 32 acciones realizadas en el ejercicio fiscal 2025.
	COLMA

	6. Documentos de las acciones realizadas en el último ejercicio fiscal
	----------------------------
	Si bien el informe justificado y en relación con el punto anterior, proporciona las acciones ejecutadas no así los soportes documentales, que de existir, contengan el detalle de cada una de las acciones que manifiesta haber realizado.
	NO COLMA
Dado lo anterior se instruirá la entrega de los documentos en donde consta en cada una de las actividades realizadas por el sujeto obligado y para el caso de no tener el soporte documental respecto de alguna o algunas, bastará con hacerlo del conocimiento del particular

	7. Informes trimestrales o anuales de seguimiento al programa
	---------------------------
	--------------------------
	NO COLMA
No presenta ningún informe de seguimiento.

	8. De ser ejecutadas acciones en espacios escolares, anexar datos precisos de población atendida, tema desarrolla, oficio de gestión, responsable de la actividad, datos de la institución educativa.
	---------------------------
	
	En relación al punto 5 y 6 anteriormente analizados se presenta la relación de acciones ejecutadas dentro de las cuales podemos localizar: conferencias, entrega de trípticos, torneos, pláticas, cine club, y jornadas; dentro de los cuales cabe la posibilidad de que alguna o varias actividades, hayan sido desarrolladas en instituciones de educación superior; de ser así se instruirá la entrega de la documentación a mayor grado de detalle posible.



Respecto del punto cinco en comento, se señala que este órgano garante carece de facultades para ganar de la veracidad de la información entregada por los Sujetos Obligados.
En lo que concierne al punto seis, se ordena en virtud de encontrarse encuadrado en los supuestos del artículo 18 de Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que se inserta a continuación.
Artículo 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, considerando desde su origen la eventual publicidad y reutilización de la información que generen.
Finalmente queda realizada el análisis del punto uno de la solicitud de información, bajo este contexto resultan necesario traer al estudio el artículo 55 de la Ley de Seguridad del Estado de México establece que, los municipios establecerán un Consejo Municipal de Seguridad Pública, el cual deberá quedar instalado dentro de los primeros treinta días naturales del inicio de la administración municipal y enviar al Consejo Estatal el acta de instalación respectiva.
Cada Consejo Municipal deberá sesionar en forma ordinaria cada dos meses y en forma extraordinaria las veces que sean necesarias, en términos que establezca el estatuto correspondiente que emita el Consejo Municipal.
El Consejo podrá celebrar sesiones regionales, atendiendo a la densidad poblacional, extensión territorial y/o incidencia delictiva conforme a lo establecido en los lineamientos que al efecto emita el Consejo Estatal. Para el desahogo de los asuntos de su competencia, el Consejo Municipal de Seguridad Pública integrará las siguientes comisiones:
· Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia con Participación Ciudadana. 
· Planeación y Evaluación. 
· Estratégica de Seguridad.
· Comisión de Honor y Justicia. 
· Las demás que determine.

Artículo 55. Los municipios de la Entidad establecerán un Consejo Municipal de Seguridad Pública, el cual deberá quedar instalado dentro de los primeros treinta días naturales del inicio de la administración municipal y enviar al Consejo Estatal el acta de instalación respectiva. Cada Consejo Municipal deberá sesionar en forma ordinaria cada dos meses y en forma extraordinaria las veces que sean necesarias, en términos que establezca el estatuto correspondiente que emita el Consejo Municipal. 
El Consejo Municipal podrá celebrar sesiones regionales, atendiendo a la densidad poblacional, extensión territorial y/o incidencia delictiva conforme a lo establecido en los lineamientos que al efecto emita el Consejo Estatal. 
Para el desahogo de los asuntos de su competencia, el Consejo Municipal de Seguridad Pública integrará las siguientes comisiones: 
1. Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia con Participación Ciudadana. 
2. Planeación y Evaluación. 
3. Estratégica de Seguridad. 
4. Comisión de Honor y Justicia. 
5. Las demás que determine. Las facultades, atribuciones, integración y funcionamiento de las comisiones de los Consejos Municipales de Seguridad Pública estarán determinadas en los lineamientos que para tal efecto emita el Consejo Estatal. 
Artículo 56.- Los Consejos Municipales tendrán por objeto:
I. Planear, coordinar y supervisar las acciones, políticas y programas en materia de seguridad pública, en sus respectivos ámbitos de gobierno. 
II. Dar seguimiento a los acuerdos, lineamientos y políticas emitidos por el Consejo Nacional, Estatal e Intermunicipal, en sus respectivos ámbitos de competencia.
Además, los artículos 58 Bis, 58 Ter y 58 Quinquies establecen que los Ayuntamientos deberán considerar en su estructura orgánica una unidad administrativa denominada Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, cuyo titular será a propuesta del Presidente Municipal y aprobado en la sesión de cabildo quien tendrá diversas atribuciones entre otras las siguientes:

· Proponer al Presidente la agenda de asuntos a tratar en las sesiones del Consejo Municipal; 
· Elaborar las actas de las sesiones; 
· Elaborar y proponer al Presidente del Consejo, los Programas Municipales de Seguridad Pública y Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia con Participación Ciudadana; 
· Coadyuvar con el Contralor Interno Municipal en la evaluación del cumplimiento de los acuerdos y resoluciones del Consejo; 
Artículo 58 Bis. Los ayuntamientos deberán considerar en su estructura orgánica una unidad administrativa denominada Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública, cuyo o cuya titular será a propuesta del Presidente Municipal y aprobado en sesión de cabildo el o la cual tendrá las facultades y atribuciones previstas por esta Ley y los demás ordenamientos aplicables. 
El Secretario o Secretaria Técnica del Consejo Municipal deberá tener preferentemente nivel de Dirección dentro de la estructura administrativa municipal. 
Artículo 58 Ter. La Secretaría Técnica del Consejo Municipal de Seguridad Pública será la unidad administrativa municipal, que atenderá los aspectos normativos, administrativos y de planeación necesarios para la prestación del servicio de seguridad pública en el ámbito municipal, siendo también la responsable de la vinculación del Ayuntamiento con las instancias federales y estatales en la materia. 
Procurará además la implementación, en el ámbito de su responsabilidad, de los acuerdos emitidos por los Consejos Nacional, Estatal e Intermunicipal de Seguridad Pública y será coadyuvante del funcionamiento del Sistema Estatal de Seguridad Pública.
Artículo 58 Quinquies. Son atribuciones del Secretario o Secretaria Técnica:
I. Proponer al Presidente la agenda de asuntos a tratar en las sesiones del Consejo Municipal;
II. Elaborar las actas de las sesiones;
III. Elaborar y proponer al Presidente del Consejo, los Programas Municipales de Seguridad Pública y Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia con Participación Ciudadana;
IV. Coadyuvar con el Contralor Interno Municipal en la evaluación del cumplimiento de los acuerdos y resoluciones del Consejo;
(…)
Por otra parte, se tiene la Guía para la Elaboración del Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia, emitido por la Secretaría de Seguridad del Gobierno del Estado de México[footnoteRef:2] y dentro del aspecto metodológico y organizacional que debe tener este Programa, se encuentra la realización de reportes trimestrales, así como un informe de resultados y evaluación. [2:  Visibles páginas 5 y 6.] 

Etapa 4. Reportes trimestrales. Mediante reportes trimestrales previamente establecidos, el Municipio hará del conocimiento del Centro de Prevención del Delito los avances obtenidos en el programa, de conformidad con las actividades programadas hasta el momento, asimismo, mediante la medición de indicadores se entregarán de acuerdo a la temporalidad asignada en el trimestre consecutivo.

Etapa 5. Informe de resultados/evaluación. De acuerdo a la metodología que emita el Centro de Prevención del Delito, el Municipio realizará un informe final en el noveno mes del tercer año de la administración pública municipal que contará como mínimo con los siguientes elementos: 
1. Introducción 
2. Objetivos 
3. Metodología 
4. Resultados de la medición de los indicadores 
5. Análisis cuantitativo y cualitativos de los resultados obtenidos 
6. Conclusiones 
7. Recomendaciones
 Este informe de resultados, conformará un antecedente para el próximo programa de prevención municipal.

Aunado lo anterior la guía anteriormente citada nos permite conocer la naturaleza de la información que contiene dicho programa de los cuales en una aproximación inicial se desprende que no contiene información susceptible de ser clasificada como reservada. No obstante lo anterior y con la finalidad de generar mayor certeza jurídica se realizará el análisis de la prueba de daño que propone el Sujeto Obligado.
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Ahora bien, en respuesta se hace llegar la prueba de daño, en esa dimensión la ley de Transparencia Estatal es clara y resulta evidente que se requiere un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño.

Artículo 122. La clasificación es el proceso mediante el cual el sujeto obligado determina que la información en su poder actualiza alguno de los supuestos de reserva o confidencialidad, de conformidad con lo dispuesto en el presente título. 

Los supuestos de reserva o confidencialidad previstos en las leyes deberán ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en la Ley General y, en ningún caso, podrán contravenirla. 

Los titulares de las áreas de los sujetos obligados serán los responsables de clasificar la información, de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 131. La carga de la prueba para justificar toda negativa de acceso a la información, por actualizarse cualquiera de los supuestos de clasificación previstos en esta Ley corresponderá a los sujetos obligados; en tal caso deberá fundar y motivar debidamente la clasificación de la información, de conformidad con lo previsto en la presente Ley.

 Artículo 134. Los sujetos obligados no podrán emitir acuerdos de carácter general ni particular que clasifiquen documentos o información como reservada. La clasificación podrá establecerse de manera parcial o total de acuerdo al contenido de la información del documento y deberá estar acorde con la actualización de los supuestos definidos en el presente Título como información clasificada. 

En ningún caso se podrán clasificar documentos antes de que se genere la información. 

La clasificación de información se realizará conforme a un análisis caso por caso, mediante la aplicación de la prueba de daño.

Artículo 129. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, justificando que: 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública;
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.
 
Luego entonces para que la reserva de la información sea válida y con ello la clasificación se deben presentar las razones y motivos que objetivamente llevan a esa conclusión mediante al aplicación de una prueba de daño, en relación con alguna de las causales previstas  en alguna de las fracciones del artículo 140 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del estado de México y Municipios, además que el Sujeto Obligado precise las razones del riesgo, real, demostrable e identificable, y con apego al desarrollo que establecen los lineamientos.

Causales de reserva de la información
Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes:

I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable;

II. Pueda menoscabar la conducción de las negociaciones y relaciones internacionales;

III. Se entregue a la Entidad expresamente con ese carácter o el de confidencialidad por otro u otros sujetos de derecho internacional, excepto cuando se trate de violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad de conformidad con el derecho internacional;

IV. Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de una persona física;

V. Aquella cuya divulgación obstruya o pueda causar un serio perjuicio a:

1. Las actividades de fiscalización, verificación, inspección, comprobación y auditoría sobre el cumplimiento de las Leyes; o

2. La recaudación de las contribuciones.

VI. Pueda causar daño u obstruya la prevención o persecución de los delitos, altere el proceso de investigación de las carpetas de investigación, afecte o vulnere la conducción o los derechos del debido proceso en los procedimientos judiciales o administrativos, incluidos los de quejas, denuncias, inconformidades, responsabilidades administrativas y resarcitorias en tanto no hayan quedado firmes o afecte la administración de justicia o la seguridad de un denunciante, querellante o testigo, así como sus familias, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

VII. La que contengan las opiniones, recomendaciones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos, hasta en tanto sea adoptada la decisión definitiva, la cual deberá estar documentada;

VIII. Vulnere la conducción de los expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto no hayan quedado firmes;

IX. Se encuentre contenida dentro de las investigaciones de hechos que la Ley señale como delitos y se tramiten ante el Ministerio Público;

X. El daño que pueda producirse con la publicación de la información sea mayor que el interés público de conocer la información de referencia, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes;

Cuando se trate de información sobre estudios y proyectos cuya divulgación pueda causar daños al interés del Estado o suponga un riesgo para su realización, siempre que esté directamente relacionado con procesos o procedimientos administrativos o judiciales que no hayan quedado firmes; y

XI. Las que por disposición expresa de una ley tengan tal carácter, siempre que sean acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley y no la contravengan; así como las previstas en tratados internacionales.

Artículo 141. Las causales de reserva previstas en este Capítulo se deberán fundar y motivar, a través de la aplicación de la prueba de daño a la que se hace referencia en el presente Título.

De los lineamientos Generales de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas

Primero. Los presentes Lineamientos Generales tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.

Segundo. Para efectos de los presentes Lineamientos Generales, se entenderá por:
XIII. Prueba de daño: La argumentación fundada y motivada que deben realizar los sujetos obligados tendiente a acreditar que la divulgación de información lesiona el interés jurídicamente protegido por la normativa aplicable y que el daño que puede producirse con la publicidad de la información es mayor que el interés de conocerla;
(…)
Octavo. Para fundar la clasificación de la información se debe señalar el artículo, fracción, inciso, párrafo o numeral de la ley o tratado internacional suscrito por el Estado mexicano que expresamente le otorga el carácter de reservada o confidencial. 
Para motivar la clasificación se deberán señalar las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.
En caso de referirse a información reservada, la motivación de la clasificación deberá comprender el análisis de la prueba del daño a que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, en relación con el artículo trigésimo tercero de los presentes lineamientos, así como las circunstancias que justifican el establecimiento de determinado plazo de reserva.
Trigésimo tercero. Para la aplicación de la prueba de daño a la que hace referencia el artículo 104 de la Ley General, los sujetos obligados atenderán lo siguiente: 
I. Se deberá fundar la clasificación, al citar la fracción y la hipótesis de la causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada;
II. Se deberá motivar la clasificación, señalando las circunstancias de modo, tiempo y lugar que acrediten el vínculo entre la difusión de la información y la afectación al interés público o a la seguridad nacional; 
III. Se deberán precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría un riesgo de perjuicio real, demostrable e identificable al interés jurídico tutelado de que se trate; 
IV. Mediante una ponderación entre la medida restrictiva y el derecho de acceso a la información, deberán justificar y probar objetivamente mediante los elementos señalados en la fracción anterior, que la publicidad de la información solicitada generaría un riesgo de perjuicio que supera al interés público de que la información se difunda; 
V. Deberán elegir y justificar la opción de excepción al derecho de acceso a la información que menos lo restrinja y que sea adecuada y proporcional para evitar el perjuicio al interés público, evitando siempre que sea posible la reserva absoluta de documentos o expedientes; y 
VI. En los casos en que se determine la clasificación total de la información, se deberán especificar en la prueba de daño, con la mayor claridad y precisión posible, los aspectos relevantes de la información clasificada que ayuden a cumplir con el objetivo de brindar certeza al solicitante.

[bookmark: _Hlk160725700]Tenemos que, el Sujeto Obligado remitió el Acta de la Tercera Sesión Ordinaria 2026, CT/AVV/ACTA/ORDINARIA/03/2026, mediante la cual, el Comité de Transparencia, clasificó como información RESERVADA, por un periodo de cinco años, la totalidad del documento. 

	
	Cumplió:
	Contenido

	Número de folio de la solicitud
	Sí
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	Referencia de la información solicitada
	Sí
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	Causal aplicable del artículo 113 de la Ley General, vinculándola con el Lineamiento específico del presente ordenamiento y, cuando corresponda, el supuesto normativo que expresamente le otorga el carácter de información reservada
	Sí
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	Fundamento y Motivación Legal
	No.
	
Se considera insuficiente la motivación que presenta para clasificar la totalidad del documento.


	Conexión entre los fundamentos y motivos que dieron origen a la Reserva de la información
	Parcial.
	


Si bien motiva que existen psobles riesgos con la divulgación del coumento, no se establecen motivos para la clasificación totoal del mismo.
kk



	Prueba de Daño

	Riesgo Real, Demostrable e Identificable
(Modo, Tiempo y Lugar)
	Parcial.
	Presenta argumentos de riesgo real, demostrable e identificable, no obstante. No lo hace demostrable, no hay conexión directa entre los motivos que manifiesta y el contenido del documento.
Habla de acciones, particularmente estrategias para prevenir la violencia y delincuencia; no obstante, el argumento no alcanza a cubrir la totalidad del documento.
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	Temporalidad de la Reserva de la información
	Sí
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	Autoridades competentes.
	Sí
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Atento a lo anterior, el Sujeto Obligado, realizó la prueba de daño y precisó Motivos por los cual es considerar que debe ser clasificado en su totalidad el mencionado programa No obstante este instituto considera que si bien es cierto podrían existir estrategias que pudieran vulnerar la conducción de la Seguridad Pública en el municipio, estas son de carácter muy particular y no general, respecto del contenido de todo el documento, motivo por el cual la argumentación presentada tanto en respuesta como el informe justificado por parte del sujeto obligado resultado insuficiente para cubrir la totalidad del documento como reservado.
Aunado a lo anterior, como pudimos apreciar, la Guía para la Elaboración del Programa Municipal de Prevención Social de la Violencia y Delincuencia, dentro de su contenido podemos localizar: la introducción, antecedentes, marco jurídico justificación, metodología, diagnóstico integral de prevención, objetivos, metas y lo que resulta nuestro interés que son las estrategias, entre otros rubros. Motivo por el cual no es posible clasificar el documento en su totalidad sino más bien una parte de aquel el que corresponde precisamente a las estrategias y líneas de acción tal y como lo menciona el sujeto obligado.


Desde luego, la Ley de Transparencia Estatal prevé que la clasificación de los documentos puede ser de manera total o parcial; se insiste que, en este caso, se considera que podría actualizar la causal de reserva respecto a las estrategias, por tanto, en todo caso, sería una clasificación parcial.

Artículo 133. Los documentos clasificados total o parcialmente deberán llevar una leyenda que indique tal carácter, la fecha de clasificación, el fundamento legal y, en su caso, el periodo de reserva.
En este sentido se considera excesiva la clasificación que pretende realizar el Sujeto Obligado, de ello que se instruye a la entrega del documento en correcta versión pública, de ser procedente. Acreditando mediante una nueva prueba de daño debidamente fundada y motivada, respecto de las estrategias que pudieran estar contenidas en el Programa de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, vigente a la fecha la solicitud.
Artículo 49. Los Comités de Transparencia tendrán las siguientes atribuciones:
VIII. Aprobar, modificar o revocar la clasificación de la información;
Artículo 128. En los casos en que se niegue el acceso a la información, por actualizarse alguno de los
supuestos de clasificación, el Comité de Transparencia deberá confirmar, modificar o revocar la decisión.
Para motivar la clasificación de la información y la ampliación del plazo de reserva, se deberán señalar las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron al sujeto obligado a concluir que el caso particular se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento. Además, el sujeto obligado deberá, en todo momento, aplicar una prueba de daño.
Artículo 130. Los sujetos obligados deberán aplicar, de manera restrictiva y limitada, las excepciones al derecho de acceso a la información y sólo podrán invocarlas cuando acrediten su procedencia, sin ampliar las excepciones o supuestos de reserva o confidencialidad previstos en la Ley General y la presente Ley, aduciendo analogía o mayoría de razón.

-De la Vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este instituto.
Es necesario resaltar que el recurso de revisión previsto en la Ley de la materia no es el medio para investigar y, en su caso, sancionar a servidores públicos por la falta de cuidado de la protección de datos personales; es así que, de la información remitida en respuesta a la solicitud, se aprecia que se no se testaron correctamente datos de particulares como correo electrónico personal y número telefónico personal, por lo que es necesario dar vista al área competente para que en ejercicio de sus atribuciones realice las investigaciones pertinentes por las omisiones detectadas atribuibles al Sujeto Obligado.

Por ello, es conveniente señalar las facciones XXV y  XXVII, del artículo 82, de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios, que establece:
Atribuciones del Instituto 
Artículo 82. El Instituto, además de las atribuciones encomendadas por la Ley de Transparencia y normatividad aplicable, tendrá las atribuciones siguientes:
XXV. Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.
(…)
XXVII. Hacer del conocimiento de las autoridades competentes, la probable responsabilidad derivada del incumplimiento de las obligaciones previstas en la presente Ley y en las demás disposiciones que resulten aplicables.” (Énfasis añadido)

Por lo tanto, es menester dar vista a la Dirección General de Protección de Datos Personales de este Instituto para que en ejercicio de sus atribuciones atiendan las directivas marcadas en la propia Ley de la materia, con fundamento en el artículo 82 de la Ley de la materia, el cual señala la atribución de este Órgano Garante para Investigar las posibles violaciones a la seguridad de los datos personales a fin de determinar la práctica de verificaciones.

Para el caso de que alguno de los oficios emitidos haya sido cancelado, deberá de hacerlo del conocimiento de la parte Recurrente, en términos del artículo 19 de la Ley de Transparencia local. 

De la Versión Pública 
En la elaboración de la versión pública se deberá considerar lo dispuesto en los artículos 3 fracciones IX, XX, XXI y XLV, 91 y 132 fracciones II y III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios que establecen lo siguiente:
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:
(…)
IX. Datos personales: La información concerniente a una persona, identificada o identificable según lo dispuesto por la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de México; 
XX. Información clasificada: Aquella considerada por la presente Ley como reservada o confidencial;
XXI. Información confidencial: Se considera como información confidencial los secretos bancario, fiduciario, industrial, comercial, fiscal, bursátil y postal, cuya titularidad corresponda a particulares, sujetos de derecho internacional o a sujetos obligados cuando no involucren el ejercicio de recursos públicos;
(…)
XLV. Versión pública: Documento en el que se elimine, suprime o borra la información clasificada como reservada o confidencial para permitir su acceso.
(…)
Artículo 91. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando ésta sea clasificada como reservada o confidencial.
Artículo 132. La clasificación de la información se llevará a cabo en el momento en que:
I. Se reciba una solicitud de acceso a la información;
II. Se determine mediante resolución de autoridad competente; o
III. Se generen versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas en esta Ley.
(…)”  (Sic)

De este modo, en armonía entre los principios constitucionales de máxima publicidad y de protección de datos personales, la Ley permite la elaboración de versiones públicas en las que se suprima aquella información relacionada con la vida privada de los particulares.
Por otro lado, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración de Versiones Públicas, emitidos por el Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicados en el Diario Oficial de la Federación el día quince de abril de dos mil dieciséis, tienen por objeto establecer los criterios con base en los cuales los sujetos obligados clasificarán como reservada o confidencial la información que posean, desclasificarán y generarán, en su caso, versiones públicas de expedientes o documentos que contengan partes o secciones clasificadas.
Asimismo, los Lineamientos Quincuagésimo sexto, Quincuagésimo séptimo y Quincuagésimo octavo, establecen lo siguiente:
“Quincuagésimo sexto. Cuando la elaboración de la versión pública del documento o expediente que contenga partes o secciones reservadas o confidenciales, genere costos por reproducción por derivar de una solicitud de información o determinación de una autoridad competente, ésta será elaborada hasta que se haya acreditado el pago correspondiente.
Quincuagésimo séptimo. Se considera, en principio, como información pública y no podrá omitirse de las versiones públicas la siguiente:
I. La relativa a las Obligaciones de Transparencia que contempla el Título V de la Ley General y las demás disposiciones legales aplicables; 
II. El nombre de los integrantes de los sujetos obligados en los documentos, y sus firmas autógrafas o digitales, cuando sean utilizados en el ejercicio de las facultades conferidas para el desempeño del servicio público, y 
III. La información que documente decisiones y los actos de autoridad concluidos de los sujetos obligados, así como el ejercicio de las facultades o actividades de los servidores públicos, de manera que se pueda valorar el desempeño de los mismos. 
Lo anterior, siempre y cuando no se acredite alguna causal de clasificación, prevista en las leyes o en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano. 
Quincuagésimo octavo. Los sujetos obligados garantizarán que los sistemas o medios empleados para eliminar la información en las versiones públicas sean irreversibles, de tal forma que no permitan la recuperación o visualización de la misma.” (Sic)

Por lo tanto, la entrega de documentos en su versión pública debe acompañarse necesariamente del Acuerdo del Comité de Transparencia que la sustente el cual debe estar debidamente fundado y motivado, en el que se expongan los fundamentos y razonamientos que llevaron al Sujeto Obligado a testar, suprimir o eliminar datos de dicho soporte documental, ya que no hacerlo, se reitera que lo entregado no tendría un sustento jurídico ni resultaría ser una versión pública, sino más bien una documentación ilegible, incompleta o tachada; ya que el no justificar las causas o motivos por las que no se aprecian determinados datos -ya sea porque se testan o suprimen- deja a la solicitante en estado de incertidumbre, al no conocer o comprender porque no aparecen en la documentación respectiva.
Por lo que respecta al Acuerdo del Comité de Transparencia que sustente la versión pública de la documentación a entregar, deberá ser notificado mediante el SAIMEX.
En ese tenor y de acuerdo con la interpretación en el orden administrativo que le da la Ley de la materia a este Instituto específicamente, en términos de su artículo 36, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, a efecto de salvaguardar el derecho de acceso a la información pública consignado a favor del Recurrente.
Lo anterior, sólo en caso de advertir información susceptible de clasificar, por ende, resulta necesario que el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado emita el Acuerdo de Clasificación correspondiente que sustente la versión pública, el cual deberá cumplir cabalmente las formalidades previstas en el artículo 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, así como los numerales aplicables de los LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS, publicados en el Diario Oficial de la Federación en fecha quince de abril de dos mil dieciséis, mediante Acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales. 

En mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan fundados los motivos de inconformidad que arguye El Recurrente en su medio de impugnación que fue materia de estudio, por ello con fundamento en la segunda hipótesis de la fracción III, del artículo 186, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se Modifica la respuesta a la solicitud de información número 00001/VIVICTOR/IP/2026 que ha sido materia del presente fallo. 
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y,


S E RESUELVE
PRIMERO. Se Modifica la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO, a la solicitud de información número 00001/VIVICTOR/IP/2026 por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad que arguye EL RECURRENTE, en términos del considerando CUARTO de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO entregar al RECURRENTE, a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), en versión pública de ser procedente de lo siguiente: 
1. Programa de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, vigente al tres de febrero de dos mil veintiséis. 

2. Informes de seguimiento del Programa de Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, al tres de febrero de dos mil veintiséis. 


3. A mayor grado de detalle posible, documentos donde consten las acciones que manifestó realizar en el ejercicio fiscal 2025, listadas en Informe Justificado. 

Para la entrega en versión pública deberá emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia en términos de los artículos 49, fracción VIII y 132 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en el que funde y motive las razones sobre los datos que se supriman o eliminen y se ponga a disposición del recurrente.

Para el caso de que la información que se ordena entregar, en el punto uno de este resolutivo, respecto de las estrategias, encuadre en alguna de las causales de reserva de la información establecidas en el artículo 140 de la Ley de Transparencia Local, el Sujeto Obligado deberá emitirse el Acuerdo de Clasificación respectivo en el que se funden y motiven las razones de su reserva en los términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

Para caso de que no tenga soporte documental respecto de alguna o varias de las acciones mencionadas (punto tres de este resolutivo), bastará con hacerlo del conocimiento del particular de forma clara y directa.

TERCERO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), la presente Resolución al Titular de la Unidad de Transparencia del Sujeto Obligado, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, e informe a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente y, se le apercibe que en caso de negarse a cumplir la presente resolución o hacerlo de manera parcial, se le impondrá una medida de apremio de conformidad con lo previsto en los artículos 198, 200, fracción III; 214, 215 y 216 de la Ley  de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

CUARTO. De conformidad con el artículo 198 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, de considerarlo procedente, el Sujeto Obligado de manera fundada y motivada, podrá solicitar una ampliación de plazo para el cumplimiento de la presente resolución.

QUINTO. NOTIFÍQUESE a través del Sistema de Acceso a la Información Mexiquense (SAIMEX), al RECURRENTE y hágasele del conocimiento que en caso de considerar que le causa algún perjuicio, podrá promover el Juicio de Amparo en los términos de las leyes aplicables, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios.

SEXTO. GÍRESE oficio al Titular de la Dirección General de Protección de Datos Personales, en atención al artículo 24 del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, en términos del Considerando CUARTO de la presente resolución.

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS, EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS JOSÉ MARTÍNEZ VILCHIS, MARÍA DEL ROSARIO MEJÍA AYALA, SHARON CRISTINA MORALES MARTÍNEZ, LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (AUSENCIA JUSTIFICADA) Y GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA (AUSENCIA JUSTIFICADA); EN LA DÉCIMA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL TRECE DE MAYO DE DOS MIL VEINTISÉIS, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ. 
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Décimo octavo. De conformidad con el articulo 113, fraccion | de la Ley General, podra
considerarse como informacion reservada, aquella que comprometa la seguridad piblica,
al poner en peligro las funciones a cargo de la Federacion, la Ciudad de México, los Estados
y los Municipios, tendientes a preservar y resguardar la vida, la salud, la integridad y el
ejercicio de los derechos de las personas, asi como para el mantenimiento del orden
piiblico.

Se pone en peligro el orden piblico cuando Ia difusion de la informacion pueda entorpecer
los sistemas de coordinacion interinstitucional en materia de seguridad pblica, menoscabar
o dificultar las estrategias contra la evasién de reos; o menoscabar o limitar la capacidad
de las autoridades encaminadas a disuadir o prevenir disturbios sociales.
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Por lo que, por tratarse de informacion sobre temas de Seguridad Pablica Municipal y en
especial sobre sus estrategias para prevenir la Violencia social, asi como la delincuencia
en el Municipio, si esta se publica puede poner en riesgo la integridad fisica de los
responsables y de los mismos habitantes del municipio.
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Por lo anterior, se estima procedente la clasificacion como reservada de la informacion
presentada, por lo cual se registra el acuerdo CT/AVVIACTA/ORDINARIA/03/01/2026,
referente a la RESERVA TOTAL POR UN PERIODO DE 5 ANOS, de la informacion de
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9. Avance Trimestral de Metas de Actividad por Proyecto
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